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ACCIÓN DE SIMULACIÓN / VENTA DE BIEN INMUEBLE / SE DEMOSTRÓ LA INTENCIÓN DE SUSTRAERLO DE LA DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN DE LA SOCIEDAD CONYUGAL.  “Con vista en las normas citadas y en las pruebas, para la Sala, acertó la funcionaria de primer grado al declarar la simulación absoluta impetrada. (…) La capacidad económica de la adquirente, esto es, de Argelia Cardona, no está suficientemente soportada. (…) [S]i lo pactado fue un valor de $16’000.000,oo, muy a pesar de las críticas que el apoderado judicial blande contra los dictámenes periciales, es claro que esa suma está lejos de constituir un precio razonable del bien. (…) La necesidad de vender es tal vez el aspecto más relevante en este asunto, porque los demandados han querido justificar la negociación en que Orlando Marlés Cardona fue amenazado unos días antes, por personas que provenían de Maicao, intermediarios de otras a quienes, dicen, les debía $22’000.000,oo que, ajustados con intereses subieron a $30’000.000.oo. (…) Lo anterior, por supuesto, guarda estrecha relación con otro indicio, indicativo como el que más, de la intención de fingir la venta (causa simulandi): que una vez trasmitió el dominio, lo que hizo en septiembre de 2011, preparó la demanda de divorcio que promovió ese mismo año, según el número de radicado que aportó la demandante (hecho 5°), cuestión que no fue controvertida, según se anunció. (…)  A todo esto se suma que los valores que se dicen entregados, tanto por la venta, como por el pago de la deuda que la motivó, carecen del más mínimo soporte, ya contable, ora bancario, o de cualquier otra índole. (…) Si las pruebas allegadas permiten construir esta serie de indicios, que son concordantes, convergentes y guardan estrecha relación con aquellas (art. 250 C.P.C.), es propio concluir que la simulación deprecada fue debidamente probada y por tanto, el fallo de primer grado será confirmado, pues todo conduce a que la causa para ello derivó únicamente de la sustracción del bien inmueble de los efectos de la disolución y posterior liquidación de la sociedad conyugal. ”.
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SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, diciembre dieciséis de dos mil dieciséis
Expediente:
66001-31-03-003-2012-00071-01
Acta No. 593 de diciembre 15 de 2016 
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por los demandados en este proceso ordinario de simulación que Gema Lucía Grajales Otálvaro inició frente a Orlando Marlés Cardona y Argelia Cardona de Castro, contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, el 12 de junio de 2014.  

ANTECEDENTES

Pidió la demandante, por conducto de asesor judicial, que se declare que es absolutamente simulada la compraventa del inmueble matriculado bajo el número 290-85651 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, descrito por su ubicación y linderos en el hecho primero del libelo, contenido en la escritura pública 2814 del 16 de septiembre de 2011, elevada en la Notaría Tercera de este Círculo, entre Orlando Marlés Cardona y Argelia Cardona de Castro; que el verdadero dueño es el primero de ellos; que se inscriba la sentencia en el folio respectivo; y se condene en costas a los demandados.
Esto, con apoyo en que el 27 de abril de 1995, contrajeron matrimonio Orlando Marlés Cardona y Gema Lucía Grajales Otálvaro; durante la vigencia de la sociedad, adquirieron el aludido inmueble, pero se dejó a nombre del cónyuge, según escritura No. 8324 del 28 de diciembre de 2007, corrida en la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira; el 16 de septiembre de 2011, como consta en la escritura 2814, otorgada ante el Notario Tercero de la ciudad, Orlando Marlés Cardona dijo vender el predio a su progenitora Argelia Cardona de Castro en la suma de $16’000.000,oo, valor que no corresponde a la realidad, pues vale $72’000.000,oo; unos días después de la enajenación, Orlando presentó la demanda de divorcio, que le fue notificada el 13 de enero de 2012, con el fin de asegurar que el inmueble saliera de la esfera de la sociedad conyugal; pero la compradora nunca ha trabajado, ni desempeñado actividad comercial que le haya permitido generar ingresos para comprar; hay una serie de indicios que muestran que ese acto fue simulado, como la disposición del único bien de la sociedad, que el demandado aún ostenta la posesión del bien, el grado de afinidad entre los contratantes, la “enajenación fraudulenta a título oneroso”, la carencia de medios de la demandada para pagar el valor de la compra, el valor real del inmueble.

Admitida la demanda, se dio traslado. Los demandados, por medio de apoderado judicial, se pronunciaron sobre los hechos. Negaron unos, admitieron otros con explicaciones; se opusieron a lo pedido y propusieron las que ellos denominaron excepciones de (i) “legalidad del acto jurídico”, con soporte en que el mismo se celebró ante autoridad competente, se pagaron los impuestos pertinentes, se registró como correspondía, las partes eran capaces, hubo un justo comprador y un precio; además, el vendedor sigue viviendo allí a título de arrendatario; (ii) “inexistencia de la simulación” con similares argumentos; y (iii) “Existencia real de la compraventa”, en la que explica que la venta se produjo en razón de las amenazas de muerte que venía recibiendo el vendedor y que la compradora tenía capacidad para comprar. 
Surtido el trámite de la instancia, se dictó sentencia favorable a las súplicas de la demandante, es decir, que se declaró simulada la compraventa celebrada entre Orlando Marlés Cardona y Argelia Cardona de Castro, sobre el inmueble ya referenciado; se ordenó la inscripción respectiva, el levantamiento de la medida, y se condenó en costas a los demandados.

  



La funcionaria, después de aludir a la figura de la simulación, halló estructurados varios indicios sobre los cuales estructuró la decisión: la familiaridad, la falta de prueba de las amenazas que adujo el demandado, que la demandada no percibe salario, los certificados de depósito acreditados se abrieron con posterioridad a la venta y están todos a nombre de varias personas, la casa donde vive la demandada es de propiedad de su hija, es decir que faltó probar que el dinero que se recibe por arrendamiento sea para aquella, otra propiedad que hay en el barrio Bombay es producto de una reubicación, en lugar de una compra, la finca que vendió en Marsella era de una comunidad con seis personas más, la venta fue por un precio exiguo, el demandado se iba a separar de su consorte. Finalmente señaló que la prueba testimonial nada aportó al proceso.
   



Inconformes, apelaron los demandados, pues, en su sentir, el juzgado se equivocó, porque (i) la familiaridad nada prueba; (ii) no hubo denuncias porque la deuda era cierta y contraída con musulmanes o árabes que cobran a su manera y de ello estaba enterada la demandante, pues era su esposo y compañero de trabajo y conocía todo lo relacionado con el negocio; (iii) a la demandada se le pagaba por el arrendamiento de una congregación y porque ella era la que permanecía casi siempre en el lugar cuidando; (iv) el engaño con los CDT carece de veracidad, pues uno aparece a nombre de la iglesia, y los otros se crearon desde antes de la demanda, pero el banco GNB Sudameris expidió así la constancia; antes la señora Argelia tenía su cuenta en el banco Agrario; (v) la casa ubicada en la Avenida del Río figura a nombre de María Omaira Castro, pero en realidad la administra o maneja Argelia Cardona, lo que ocurre es que para reubicarla no podía tener vivienda a su nombre; (vi) en cuanto a la propiedad de Marsella, Argelia era propietaria del 50% y fue vendida en la suma de $20’000.000,oo; (vii) la venta del bien que ocupa este proceso se hizo en $25’000.000,oo por fuerza mayor, y ese valor nada tiene de exiguo, una madre siempre quiere defender a su hijo, que fue lo que aquí ocurrió; (viii) el divorcio ya se tenía programado y la demandada se allanó, por las circunstancias en que estaba la pareja; (ix) los testimonios han debido ser valorados, el de Ariel de Jesús Vargas, porque dice la verdad y aclara la participación de la demandada en una sociedad con él; y los demás, porque presenciaron los hechos.

  



En un escrito posterior, agregó que para cuando los demandados en este proceso se notificaron, ya se habían renovado los CDT mencionados; que la venta se forzó por los $25’000.000,oo, porque la amenaza era apremiante y no permitía buscar otro comprador con tiempo; el señor Ariel de Jesús Vargas había firmado una letra de cambio a la demandada Argelia Cardona, por su aporte a la sociedad que formó con él, la que se devolvió cuando entregó los $15’000.000,oo para poder comprar la casa y salvarle la vida a su hijo.

  



En esta sede, replicó la parte demandante que solicitó que se ratifique la sentencia, por cuanto los indicios para simulación son claros.  

CONSIDERACIONES 

 



1.
Concurren los presupuestos procesales y no se avizora causal de nulidad alguna; además, la legitimación en la causa en demandante y demandados es indiscutible. Aquella la tiene, desde cuando se  enteró de la existencia de la demanda de divorcio que le promovió Orlando Marlés Cardona (f. 17), según se afirma en el hecho quinto, no controvertido en ese aspecto por los demandados; así lo ha sostenido esta misma Sala
 siguiendo, por demás, el criterio del órgano de cierre
. Y estos, por cuanto fueron partes en el contrato que se tilda de simulado. 
   



2.
De manera que como la decisión se puede adoptar de fondo, se abordará el disentimiento de los demandados que insisten en la legalidad del contrato de compraventa que celebraron y en que deben negarse las peticiones de la demandante, porque están alejadas de la realidad. El problema a resolver, en consecuencia, estriba en definir si, como sostuvo el Juzgado, el contrato fue simulado, o no, según quiere hacerlo ver la parte demandada. 
   



3.
La simulación.
  



Todo acto jurídico se presume serio y ajustado a la legalidad que le es inherente; ello emerge del postulado del artículo 1602 del Código Civil, que establece que “Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales”.

Por esa razón, un negocio de esta estirpe se ofrece como cierto y debe suponerse que en él converge la declaración de voluntad de los contratantes y tiene que surtir todos sus efectos jurídicos. Ante esa primera realidad, surge como contrapartida la acción de simulación, que tiene génesis en el artículo 1766 del C. Civil; con esta regla se tiende a confrontar esa expresión, plasmada en un determinado instrumento, con lo que realmente quisieron acordar las partes; es decir, se propugna por poner en evidencia la discordancia entre la voluntad real y la voluntad declarada, que si obedece a que los actores del vínculo no pretendieron celebrar negocio alguno, la simulación caería en el ámbito de lo absoluto; pero si ella hace ver que el acuerdo declarado disfraza otro que es el que en realidad se quería, la simulación será relativa.

En ambos casos, la carga de la prueba recae sobre quien tenga un interés legítimo en derruir esa manifestación contractual, como lo tiene en este caso la demandante, según quedó analizado; al promotor le incumbe demostrar que existió entre los contratantes la intención de sustraerse a la verdad; prueba que, además, tiene que ser determinante, irrebatible, clara, concreta y que saque a flote que quienes se embarcaron en un determinado designio común, lo hicieron con uno de aquellos dos propósitos: ocultar que nada querían contratar; o que lo que pretendían en su íntimo consenso era algo diferente a lo que quedó plasmado para los demás. 

Por supuesto que para llegar a esa conclusión es menester considerar, delanteramente, que la regla general es que la simulación proviene de un acto callado, silencioso, secreto y oculto; ajeno, por tanto, a la percepción de la comunidad o de terceros.

Así que como lo normal es que quienes simulan no dejan rastro de esa escondida intención, la prueba en estos eventos se torna compleja y, por ello, tradicionalmente se ha sostenido que sin perjuicio de los medios probatorios habituales, cobra marcada importancia en estos casos la que se desprende de los indicios, pues es con fundamento en ellos que se logra derribar la barrera de lo que, a la luz de los demás, aparece convenido por las partes. 
En esa dirección, como bien lo señaló la funcionaria de primer grado, se ha diseñado, con el correr del tiempo, una especie de catálogo de indicios, por cuya concurrencia se pueda, en determinados casos, señalar que un acto o contrato fue simulado. Así, por ejemplo, se recordará que: 

La simulación debe probarse por cuanto “toda ‘decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso’, sujetas a su valoración racional e integral ‘de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos’ (artículos 174 y 187 C. de P.C.), correspondiendo al demandante y no al juez la carga probatoria (actori incumbit probatio) con elementos probatorios idóneos, y sujetos a contradicción y, en contrapartida, al demandado demostrar in contrario (reus in excipiendo fit acto)” (cas. civ. sentencia de 25 de enero de 2008, [SC-002-2008], exp. 00373).
En punto a esta particular cuestión, impera el principio de la libertad probatoria y por ende, las partes y terceros son admitidos a demostrar la simulación con todos los elementos probatorios permitidos por el ordenamiento, ad exemplum, la confesión de parte, los testimonios de terceros, los documentos, los indicios, las inspecciones judiciales y dictámenes periciales, de cuya apreciación lógica, sistemática y racional derive inequívocamente (cas. civ. sentencias de 25 de septiembre de 1973, CXVII, Nos. 2372 a 2377, pp. 65 a 68; 28 de febrero 28 de 1979, CLIX, No. 2400, pp. 49 a 51; 10 de marzo de 1955. CCXXXIV, pp. 406 y ss; 15 de febrero de 2000, exp. 5438, S-029 y 15 de marzo de 2000, exp. 5400).
En especial, la Corte ha destacado la importancia de la “prueba de indicios, mediante la cual a partir de determinados hechos, plenamente establecidos en el proceso, como lo exige el artículo 248 del Código de Procedimiento Civil, el juzgador despliega un raciocinio mental lógico que le permite arribar a otros hechos desconocidos”.  Por tanto, “… como es natural en el desarrollo de la actividad judicial, la valoración (…) en cuanto a la demostración de los hechos indicadores, al igual que respecto de la gravedad, concordancia y convergencia de los indicios o  acerca de su relación con las demás pruebas, constituye una tarea que se encuentra claramente enmarcada dentro de la soberanía de los sentenciadores para examinar y ponderar los hechos, por lo que su criterio o postura sobre ellos está, en principio, amparada por la presunción de acierto... (Sentencia de 23 de febrero de 2006, exp. 15.508, no publicada aún oficialmente)” (cas. civ. sentencia de 24 de octubre de 2006, exp. 00058-01). 

En este contexto, sirven como indicios de simulación, “el parentesco, la amistad íntima, la falta de capacidad económica del adquirente, la retención de la posesión del bien por parte del enajenante, el comportamiento de las partes en el litigio, el precio exiguo, estar el vendedor o verse amenazado de cobro de obligaciones vencidas, la disposición del todo o buena parte de los bienes, la carencia de necesidad en el vendedor para  disponer de sus bienes, la forma de pago, la intervención del adquirente en una operación simulada anterior, etc.”, “el móvil para simular (causa simulandi), los intentos de arreglo amistoso (transactio), el tiempo sospechoso del negocio (tempus), la ausencia de movimiento en las cuentas bancarias, el precio no entregado de presente (pretium confesus), el lugar sospechoso del negocio (locus), la documentación sospechosa (preconstitutio), las precauciones sospechosas (provisio), la no justificación dada al precio recibido (inversión), la falta de examen previo por el comprador del objeto adquirido, especialmente cuando se trata de un bien raíz, etc.  Y si bien en la labor de la ponderación de la prueba indiciaria el juez se encuentra asistido de cierta autonomía o poder discrecional, no puede desentenderse, cuando se trata de litigios de esta naturaleza, del deber en que se encuentra, como lo advierte Héctor Cámara en su obra, de sondear con esmero hasta los más insignificantes detalles que rodean el hecho, porque un indicio que a prima  faccie parezca insignificante, puede darle el hilo conductor de la investigación” (cas. 26 de marzo de 1985, 10 de mayo de 2000, exp. 5366), siendo necesario “que los indicios y las conjeturas tengan el suficiente mérito para fundar en el Juez la firme convicción de que el negocio es ficticio; lo cual sólo ocurrirá cuando las inferencias o deducciones sean graves, precisas y convergentes. Vale decir, la prueba debe ser completa, segura, plena y convincente; de no, incluso en caso de duda, debe estarse a la sinceridad que se presume en los negocios (In dubio benigna interpretatio ad hibenda est ut magis negotium valeat quam pereat)” (cas. civ. sentencia de 11 de junio de 1991).”

4. 
El material probatorio. 
Descendiendo al caso concreto, se cuenta con el siguiente recaudo: 
a) Orlando Marlés Cardona y Gema Lucía Grajales Otálvaro, contrajeron matrimonio el 27 de abril de 1995 (f. 3, c. 1).
b) Marlés Cardona vendió a Argelia Cardona de Castro el inmueble matriculado bajo el número 290-85651, mediante escritura pública 2814 del 16 de septiembre de 2011, debidamente registrada (f. 4 a 9, c. 1). 
c)  Gema Lucía Grajales, fue enterada del auto admisorio de la demanda de divorcio promovida por Orlando, el 13 de enero de 2012, según se relata en el hecho quinto del libelo, que no fue controvertido por la parte demandada.  
d) Argelia fue dueña de una parte del inmueble denominado Las Brisas, ubicado en la vereda las Tazas, de Marsella (Risaralda), matriculado al número 290-22296, que vendió a José Iván Villarraga Tamayo, en la suma de $4’200.000,oo (f. 55 y 56, c. 1). 
e) También lo fue de una cuota sobre el inmueble El Pomo, ubicado en el mismo sector, matriculado bajo el número 290-22297, vendida luego a la misma persona en $4’200.000,oo (f. 57 y 58, c. 1). 
f) Figura ella misma como propietaria del inmueble de matrícula 294-47686, adquirido el 21 de diciembre de 2001, por valor de $12’039.640,oo (f. 59, c. 1).
g) Certificó el banco GNB Sudameris (F. 60, C. 1), que Argelia Cardona de Castro tiene registrados allí cuatro certificados de depósito, por diversos valores, constituidos a partir del mes de febrero de 2012, cuya titularidad comparte con Jhon Jairo Montoya Moncada y Orlando Marlés Cardona en uno, con María Omaira Castro Cardona en otro, y en los restantes, con Orlando Marlés Cardona. 
h) Hizo constar Ariel de Jesús Vargas, el 22 de junio de 2012, que el 13 de septiembre de 2011 le hizo entrega a Argelia de la suma de $15’000.000,oo, producto de una sociedad de compra de ganado (f. 62, c. 1).
i) A su vez, el mismo Vargas y Jhon Jairo Montoya Moncada, certificaron que Argelia labora hace diez años como pastora de la iglesia Blanca de Jesucristo, y devenga un salario de $800.000,oo (f. 63, c. 1). 
j) Orlando Marlés Cardona estuvo matriculado como comerciante y renovó su matrícula hasta el año 1996, pero la inscripción fue cancelada (f. 64 y 65, c. 1). 
k) Orlando explicó en el interrogatorio absuelto (f. 78 a 84, c. 1), que el dinero de la venta de la casa lo invirtió en el pago de una deuda a unas personas de Maicao que lo tenían amenazado, carente de respaldo escrito y que no había solucionado, porque sus acreedores se habían “perdido”, pero reaparecieron y le dieron un mes para hacerlo. Señaló que fueron testigos de la entrega de los $30’000.000,oo que dijo haber pagado, Jhon Jairo Montoya y Ariel de Jesús Vargas, que lo acompañaron por los lados de “San Nicolás”. Aclaró que ninguna denuncia formuló por esos hechos. Hizo énfasis en que siguió viviendo en la misma casa pero en calidad de arrendatario y pagaba con los trabajos que se hicieron desde la segunda planta, con materiales que compraba Argelia, al contrario de lo que se dijo en la contestación de la demanda equivocadamente. Y precisó que le vendió a su mamá porque tenía el dinero a disposición, producto de una sociedad para la compra y venta de ganado con Ariel de Jesús Vargas y de otra cantidad que tenía en la casa.  
l) Argelia mencionó que compró la casa para ayudarle a su hijo por las amenazas que recibió; que pagó $25’000.000,oo, quince de ellos que le devolvió por aportes Ariel Vargas, quien vende ganado; el resto, con dineros que tenía en la casa de ventas, rifas, venta de comida; dijo que lo que recibe de la Iglesia es insuficiente y por eso realiza otras actividades; que en la sociedad unas veces ganaban quinientos mil, otras seiscientos, otras muy poco, y a veces un millón; explicó que los certificados son suyos, con excepción de uno que es de la congregación, aunque está a su nombre; que en la iglesia son tres pastores pero solo le pagan a ella, mas desconoce por qué; sobre la casa en que vive, adujo que aparece a nombre de su hija, pero es como si fuera de ella, no paga arriendo, ni servicios (f. 84 a 88, c. 1).
m) Gema Lucía Grajales Otálvaro le mencionó al Juzgado que no se enteró de las amenazas que aduce su consorte; que él fue comerciante de zapatos durante unos años, pero terminó la actividad cuando se fueron a vivir a una finca; por lo demás, se refirió a que conoció de la venta después de que buscó a un abogado para intervenir en la demanda de divorcio; a las mejoras que se realizaron después de septiembre de 2011; a la actividad de la iglesia y de Argelia Cardona (f. 88 a 93, c. 1).  
n) La DIAN reportó la declaración de renta que presentó Orlando Marlés Cardona por el año 1995 (f. 1, c. 4).
o) Se practicó una inspección judicial (f. 174, c. 2) en la que se recaudó copia de los estatutos de la Iglesia Blanca de Jesucristo y de los movimientos contables entre abril de 2002 y noviembre de 2012. En estos apuntes se hace constar que a Argelia Cardona se le empezó a pagar en enero de 2007 (f. 111, c. 2) y en los últimos años tal erogación ascendía a $800.000,oo mensuales, sin que se especificar nunca el concepto.
p) La auxiliar de la justicia designada por el Juzgado, aseveró que esos pagos se daban por concepto de arrendamiento, pero no explicó su conclusión (f. 178, c. 2).
q) Ariel de Jesús Vargas Londoño, se inscribió como comerciante al por menor de ganado bovino, el 7 de mayo de 2007 y renovó la matrícula el 28 de febrero de 2012 (f.  2, c. 3)
r) Dijo este testigo (f. 51, c. 3), que Orlando les contó a él y a Jhon Jairo Montoya que unas personas, que ellos vieron llegar, le estaban cobrando veintidós millones de pesos más los intereses y le daban un mes de plazo; aclaró, respecto de la certificación que firmó, que Argelia no recibe salarios, sino que se le paga arriendo; agregó que Orlando le pidió que le ayudara a vender la casa y ante la premura, hizo negocio con la mamá de él; también que Argelia le hizo un aporte de quince millones de pesos, en virtud del cual le entregaba ganancias mensuales, pero en agosto o septiembre de 2011 se los pidió; aportó recibos firmados por ella, del dinero que partían, así como de la letra de cambio que, según él, respaldaba aquel aporte (f. 41 a 45, c. 3). Sabe que Argelia tenía una finca por los lados de Marsella, vende almuerzos, realiza rifas, engorda pollos, vende cerdos, tiene una casa en Bombay, de dos plantas, arrendadas; su nieto Alejando, dijo, le envía dinero desde Estados Unidos, lo que sabe, porque la ha acompañado a reclamar giros; tiene entendido que las mejoras en la casa las hizo Orlando Marlés como pago por concepto de arriendo. El testimonio fue tachado.
s) Jhon Jairo Montoya Moncada (f. 58, c. 3), cuyo testimonio también se tachó, expresó que conoce a Argelia desde hace más de 25 años como ama de casa, muy trabajadora, la reubicaron y de la casa que tiene en Bombay, que es de tres plantas, arrienda los pisos primero y tercero, por lo cual recibe $380.000,oo mensuales, según los contratos de arrendamiento que aportó (f. 47 a 50); precisó que recibe $800.000,oo mensuales previo acuerdo con la Iglesia, porque esta no paga arriendo, entonces se le dan $400.000,oo como dueña de la casa, y una suma igual como bonificación, pues permanece allí; agregó que ella tiene un criadero de pollos, hace rifas, vende almuerzos y un nieto le envía dinero; señaló que le ayudó a realizar unos trabajos en la casa y ella le pagaba como ayudante; también, que Orlando le paga arriendo a la mamá con los trabajos que le ha hecho; que la demandada vendió una finca y con esto, con los dineros de una sociedad que tenía con Ariel, con los arriendos y las labores que desempeña, obtuvo para comprar la casa; se refirió a la amenaza que recibió Orlando Marlés, que ocurrió en agosto de 2011, llegaron unas personas, lo llamaron y cuando volvió, mencionó que lo habían amenazado; finalmente adujo que él acompañaba a Orlando a comprar materiales, con plata que la mamá le entregaba. 
t) Víctor Orlando Marlés Jiménez (f. 65, c. 3), mencionó que a su papá, Orlando, lo amenazaron por una plata que debía, de lo que se dio cuenta, porque estaba con él en el momento en que lo llamaron y cuando regresó le contó; que sabe de esa deuda, porque su padre lo comentaba mucho, incluso se lo decía a la demandante; habló de las mejoras hechas sobre el inmueble y dijo que los trabajos los efectuó su papá, con la ayuda suya y de otros amigos, incluido Jhon Jairo Montoya, pero los materiales los pagaba su abuela Argelia, de quien precisó que ha trabajado en ventas, tiene una casa en Bombay con dos viviendas que están arrendadas, le pagan por el local donde funciona la iglesia, presta dineros, cría pollos en la casa.  
u) El dictamen pericial rendido por la perito Mayerlin Hernández Tusarma (f. 71, c. 3), concluye que el inmueble, al 24 de abril de 2013, valía $51’767.750,oo; luego aclaró que las mejoras efectuadas después de la compra ascienden a un valor de $17’002.000,oo. Objetado, se decretó y practicó uno nuevo que señaló que el valor del inmueble al 16 de septiembre de 2011 ascendía a $52’455.933,oo, Después de que se pidió aclaración del mismo, señaló el perito que en realidad el valor del bien a la fecha indicada era de $58’355.309,oo. 
5. 
El caso que se analiza. 
  



Con vista en las normas citadas y en las pruebas, para la Sala, acertó la funcionaria de primer grado al declarar la simulación absoluta impetrada. Al comienzo se hizo claridad acerca de que esta simulación implica una especie de disfraz, detrás del cual los contratantes regularmente no dejan huella; por eso es que, en general, en este tipo de procesos, hay que acudir a la prueba indiciaria que, para lo que nos atañe, es abundante, frente al catálogo del que se hizo mención líneas atrás. Veamos:

 a. 
Aunque faltó acreditar el parentesco entre Argelia Cardona de Castro y Orlando Marlés con un registro civil, es evidente que la litis no versa sobre ese estado, por tanto, resulta viable aceptar, como lo han hecho los mismos demandados y lo ratificaron los deponentes escuchados, que son madre e hijo, condición que, dicen ellos mismos, fue la que sirvió para que ella le comprara el inmueble. Así que ese indicio está demostrado. 
b. 
La capacidad económica de la adquirente, esto es, de Argelia Cardona, no está suficientemente soportada. Afirman los demandados, y ella en su interrogatorio, que pagó veinticinco millones de pesos; quince de ellos, derivados de un capital que había aportado para obtener dividendos de la venta de ganado por cuenta del señor Ariel de Jesús Vargas Londoño. Sin embargo, cuando este intervino, con su declaración aportó unos recibos de pago y la letra de cambio que, según él, se firmó como garantía de tal aporte. Pero, revisado ese documento, hay un detalle que tal vez pasaron por alto, y es que la forma minerva utilizada, tiene como fecha de revisión el mes de mayo de 2008, en tanto que, dice el escrito, la letra fue creada el 1° de julio de 2007. Es cuando menos inconsistente la situación, porque para esta última fecha, tal formato no ha debido estar en circulación; ello hace suponer, que se trata de un documento fabricado para el caso. 




Y adicionalmente, caben estas apreciaciones: (i) esos recibos y la letra, si pudieran ser valorados, aunque no se tenga certeza de su traslado, ya que el artículo 228 del C. de P. Civil (norma aplicable para la época) permitía aportarlos y no se exigía auto alguno de traslado que, conforme con el artículo 108 de ese mismo estatuto, tampoco requería constancia en el expediente, solo tienen como respaldo el dicho de quienes dicen haber participado en su confección; pero, en cuanto a la letra, el expediente carece de un solo indicio que demuestre que, efectivamente, Argelia entregó esos $15’000.000,oo en el año 2007, o que en el año 2011, semejante cantidad, le fue devuelta de un momento a otro por Ariel de Jesús Vargas, así, intempestivamente, simplemente cuando a ella se le ocurrió que requería el dinero, sin soporte contable alguno, siendo que este último acredita ser comerciante. 
   



Sobre los recibos, hay que ver que las cantidades que ellos enseñan, en su mayor parte difieren ostensiblemente de lo que Argelia dice que recibía. En el interrogatorio afirmó que unas veces ganaban y otras muy poco, “unas veces quinientos, otras seiscientos, otras muy poco, otras veces subía al millón de pesos”. Asumiendo que ese ingreso era mensual, basta ver en los recibos, que corresponden a bimestres, el único que estaría por debajo de los quinientos mil pesos sería el de mayo y junio de 2011, que ascendió a $950.000,oo, esto es, $475.000,oo mensuales; todos los demás registran sumas muy superiores, incluso hubo varios períodos de más de dos millones de pesos y, en general, todos por encima de los seiscientos o setecientos u ochocientos mil pesos, mensuales, se reitera, lo que indica que la narración de la beneficiaria poco coincide con lo que reflejan esos documentos. Llama la atención, de otro lado, que ante la calidad de comerciante de Ariel de Jesús Vargas, los recibos tengan un consecutivo, como si no utilizara ese tipo de documentos para otras transacciones, cuestión inexplicable en un lapso de cuatro años; es como si se hubieran creado en un mismo momento.  

  



En adición a lo anterior, hay dudas para esta Colegiatura sobre el objeto de la sociedad que los demandados afirman que existió con Ariel de Jesús, porque Argelia hizo un único aporte en el año 2007, y recibió, según lo afirma su socio, ganancias por más de $42’500.000,oo, sumados los valores de los recibos. Pero en su declaración, Ariel señaló que ella no negociaba ganado, que la actividad era suya, él era el que la realizaba, Argelia simplemente invirtió y recibía como contraprestación las ganancias que se partían por mitades. ¿Y cuál fue su aporte entonces? ¿acaso solo la venta?; no parece ser así, porque él está registrado como comerciante al por menor de ganado vacuno desde el mes de mayo de 2007, para lo cual ya reportaba un capital. Es decir, que él ponía su esfuerzo, o el trabajo material, y su capital; ella solo un capital, por una única vez, y sin embargo la repartición de utilidades era por mitades. Eso es incomprensible. 

  



Ahora bien, se sostiene que ella también realizaba rifas, o engordaba pollos, o prestaba dinero a terceros. Aunque así hubiera sido, se desconoce que réditos le reportaban esas actividades, como para pensar que pudiera tener recolectados $10’000.000,oo, que faltaban para completar los $25’000.000,oo que dijo haber pagado, entre otras cosas, porque ella misma aseveró que lo que recibía como pastora de la iglesia no le alcanzaba, por cuanto trata de ayudarles a sus hijos. 
  



De hecho, en relación con ese pago que recibe de la Iglesia, también quedan dudas, porque a la postre no se concretó si eran producto de un salario, como fue certificado por quienes después sirvieron de testigos, o del valor de un arriendo cuyo origen tampoco está acreditado; o si es que era una parte de arriendo y otra de lo que luego los mismos deponentes, cambiando su información, dijeron que era una bonificación por su gestión al frente de la congregación, emolumentos que, valga decirlo, nunca se les reconocían a los otros pastores, según la misma demandada lo afirmó. 

  



Ni qué decir de los valores que por concepto de arrendamientos de dos plantas de un inmueble ubicado en el sector de Bombay afirma Argelia que recibía. Aunque un testigo está facultado por la ley para presentar documentos que se relacionen con su declaración, es bastante diciente en este caso, que los contratos de arrendamiento que dan cuenta de esa aparente circunstancia, estuvieran en poder de uno de ellos y no de la demandada, quien hubiera podido aportarlos desde la contestación. Pero eso, claro, tiene una lógica explicación, ya que la demanda fue presentada en el mes de marzo de 2012, al paso que esos documentos datan de junio y julio de ese mismo año, con lo cual, es evidente, poca relevancia tienen para este proceso, porque carecen de virtud para justificar ese ingreso de la señora Argelia Cardona. 
  



Los certificados de depósito que abrió la demandada tampoco sirven al propósito de demostrar su capacidad económica para la fecha de la compra del inmueble, por cuanto, según la certificación del banco, que no ha sido desvirtuada, son transacciones que ocurrieron después de febrero de 2012, es decir, que son posteriores al negocio jurídico, sin contar con que se desconoce la fuente de tales valores, porque lo que da a entender la situación es que ella tuvo que recurrir en la época de suscripción de la escritura pública, a la devolución de unos aportes, lo que pudo ser innecesario, si se tiene en cuenta que de los tres que se dice que le pertenecen a ella, suman más de $24.000.000,oo. Esto significa que si tenía ese capital al mes de septiembre de 2011, más lo otro que dice haberle entregado, carece de justificación recurrir a otras alternativas, si de lo que se trataba era de ayudar a su hijo, como lo expresa. Por lo demás, es también claro que la titularidad de los mismos es compartida con sus hijos. 
c.
La retención del bien por parte del enajenante, es otro aspecto que, de entrada, no admite discusión. Todos los intervinientes, incluidos los demandados han referido que producida la venta, Orlando Marlés Cardona y su familia siguieron viviendo en el inmueble. Lo que ocurre es que justificaron esa permanencia, según la respuesta de la demanda, en que él había invertido cerca de cinco millones de pesos en materiales para mejorarla y con ello pagaba arriendo hasta una determinada fecha. Luego, ellos mismos desmintieron la manifestación del apoderado y razonaron de manera diferente, pues dijeron que la causa de la permanencia era que se quedaba allí como arrendatario y que el canon lo pagaría con su trabajo, respecto de unas mejoras que se le hicieron con posterioridad. 
   



Esa sola contradicción, tan manifiesta, es muestra de que algo oculto hay allí. A esto se suma que no fue él solo quien realizó los trabajos; dijeron su hijo Víctor Orlando Marlés y Jhon Jairo Montoya que ellos, y otros más, participaron en la construcción de las mejoras efectuadas después de la venta. 

d.
El comportamiento de la parte demandada durante el proceso es otro indicador (art. 249 C.P.C.).  Así se afirma, porque, como ya se dijo, documentos que debían estar en su poder y que por lealtad con la contraparte han debido allegarse con la contestación, fueron traídos a última hora por testigos, o por el apoderado judicial, como se hizo en esta instancia con una noticia criminal. Sin embargo, los CDT, los contratos de arrendamiento, la misma denuncia, fueron situaciones que se dieron después de que se presentó la demanda, como para confundir a la funcionaria de primer grado, propósito que no se alcanzó.  

 e.
El precio pactado, según la escritura pública, que fue de $16’000.000,oo, también contribuye a pensar que el acto jurídico no corresponde a la realidad. En primer lugar, aunque los demandados refieren que el precio verdadero fue de $25’000.000,oo, está solo su dicho y por sabido se tiene que les está vedado fabricarse su propia prueba. Y es que, aquella afirmación que hace Orlando Marlés en su intervención, acerca de que fueron testigos de la entrega sus amigos y compañeros de iglesia Ariel de Jesús y Jhon Jairo, se viene a menos con las versiones de ellos mismos, en las que apenas sí indicaron que en alguna oportunidad, en el mes de agosto de 2011, algunos personajes abordaron al demandado para hablar con él, sin que escucharan lo que le dijeron, solo que después les contó que se trataba de la amenaza; pero nunca refirieron que lo hubieran acompañado luego a entregar dinero alguno, lo cual les hubiera sido fácil señalar si en verdad estaban tan empapados de la situación como dijeron. Por cierto que sobre esa circunstancia de la presencia para el momento de las amenazas, hay un manto de duda que más adelante se analizará. 
  



Y en segundo término, si lo pactado fue un valor de $16’000.000,oo, muy a pesar de las críticas que el apoderado judicial blande contra los dictámenes periciales, es claro que esa suma está lejos de constituir un precio razonable del bien. Sobre el punto es preciso decir que hubo tres dictámenes; el primero, aportado con la demanda, que no puede ser tenido en cuenta por la simple razón de que el juzgado nunca lo tuvo como prueba, más allá de darle la calidad de un documento en el decreto respectivo, es decir, faltó controvertirlo en la instancia, si bien las normas vigentes para cuando se produjo, no regulaban específicamente su trámite. 
  



En el segundo, señaló la auxiliar que al mes de abril de 2013, el inmueble en general valía $51’767.750.oo; una vez se le pidió aclaración, dedujo que las reformas realizadas después de la compra en el segundo piso y la terraza, sumaban $17.002.000,oo. Objetaron los demandados con el único argumento de que ese estimativo no se ajusta a la realidad; también la demandante, con sustento en que la experta señaló un valor global por el segundo piso y la terraza sin tener en cuenta lo que ya estaba construido para la fecha de la venta. Por ello, el Juzgado le dio trámite a la objeción y designó un nuevo perito que en un comienzo dijo que el avalúo para el mes de septiembre de 2011, ascendía a $52’455,933,oo; como otra vez los demandados pidieron aclaración, el auxiliar precisó el valor que le dio a la segunda planta y lo fijó en $19’781.248,oo, de los cuales dedujo $10’543.010,oo, suma en la que valoró las mejores en el segundo piso y la terraza, para un total final del inmueble al mes de septiembre de 2011 de $58’355.309,oo. 

  



Conocida esta experticia, que la Sala acoge, dado que el perito hizo suficiente claridad y precisión, además de haber detallado la forma en que avaluó cada parte del inmueble, incluyendo las mejoras puestas después de la venta que restó para concluir el precio final, al contrario del primer trabajo que no dio mayor explicación de si los arreglos que señaló en la aclaración fueron todos puestos después de la compraventa, o si parte de ellos ya existían, con lo cual la objeción de la parte demandante prosperará, salta a la vista que de dieciséis millones a cincuenta y ocho hay un margen considerable que permite concluir que el precio sí fue exiguo. Incluso si se admitiera que lo pagado fueron veinticinco millones, porque también esta suma estaría por debajo de la mitad del justo precio. 
  



A propósito de esto, resulta curioso el memorial presentado por el apoderado de los demandados una vez conoció la aclaración del último dictamen, pues allí reconoce que el precio más cercano a la realidad es el que dio la primera auxiliar de $51.767.750,oo, al que dice, si se le restaran las mejoras que señaló el segundo perito, daría un resultado de $41’224.740,oo. Aun si así se aceptara, también la diferencia entre esta suma y lo pactado en el contrato, sería representativa frente a la simulación que se depreca. 
f. 
La necesidad de vender es tal vez el aspecto más relevante en este asunto, porque los demandados han querido justificar la negociación en que Orlando Marlés Cardona fue amenazado unos días antes, por personas que provenían de Maicao, intermediarios de otras a quienes, dicen, les debía $22’000.000,oo que, ajustados con intereses subieron a $30’000.000.oo. A este respecto hay que señalar, por una parte, que tres testigos se refirieron al hecho: Ariel de Jesús Vargas Londoño, Jhon Jairo Montoya Moncada y Víctor Orlando Marles, solo que, todos a una, advirtieron que nunca escucharon lo que Orlando habló con aquellos personajes, sino que luego les contó lo de las amenazas y el valor de la deuda, es decir, que como se dijo en primera instancia, en este aspecto sí son testigos de oídas, cuyo conocimiento del hecho proviene de la misma parte, por lo cual su credibilidad de debilita. Pero no es solo por ello, sino, porque, de otro lado, los dos primeros dijeron que estaban con el demandado en ese momento; al paso que el último señaló que era él el que lo acompañaba, así que, no hay cómo darles crédito en su narración. 
Con todo, surge un interrogante en este caso, porque lo que está demostrado es que Orlando había dejado el comercio desde más de quince años atrás, si bien aceptó en el interrogatorio que se alejó desde 1996 de esa actividad; y preciso cuando decidió divorciarse, ya para el año 2011 que radicó la demanda, surgieron de la nada las amenazas, que, ya se sabe, solo puso en conocimiento de las autoridades después de que se formuló la presente acción. 

Así que la contradicción evidente de los testigos, uno de ellos su hijo, sumado a este sorpresivo hecho, por el que nunca se había preocupado, o por lo menos de ello no existe ninguna prueba, ponen en entredicho que tuviera la urgencia de vender en la forma en que lo hizo.
g.
Lo anterior, por supuesto, guarda estrecha relación con otro indicio, indicativo como el que más, de la intención de fingir la venta (causa simulandi): que una vez trasmitió el dominio, lo que hizo en septiembre de 2011, preparó la demanda de divorcio que promovió ese mismo año, según el número de radicado que aportó la demandante (hecho 5°), cuestión que no fue controvertida, según se anunció. 

h.
A todo esto se suma que los valores que se dicen entregados, tanto por la venta, como por el pago de la deuda que la motivó, carecen del más mínimo soporte, ya contable, ora bancario, o de cualquier otra índole. Ni un solo rastro del pago de los $15’000.000,oo de Elías de Jesús a Argelia, ni de los $10’000.000,oo adicionales que ella dijo entregar, ni de los $30’000.000,oo que hubo de pagar Orlando a sus presuntos acreedores. 
6.  
La conclusión. 




Si las pruebas allegadas permiten construir esta serie de indicios, que son concordantes, convergentes y guardan estrecha relación con aquellas (art. 250 C.P.C.), es propio concluir que la simulación deprecada fue debidamente probada y por tanto, el fallo de primer grado será confirmado, pues todo conduce a que la causa para ello derivó únicamente de la sustracción del bien inmueble de los efectos de la disolución y posterior liquidación de la sociedad conyugal. 
  



Ahora bien, como el Juzgado omitió pronunciarse sobre la tacha de los testimonios de Ariel de Jesús Vargas Londoño y Jhon Jairo Montoya, y la objeción por error grave del dictamen, en vista de lo relatado has ahora, ambas cosas se declararán, y en tal sentido se adicionará el fallo. En lo primero, quedó consignado que hubo abiertas contradicciones entre ellos y otros deponentes, fuera de que guardan estrechos vínculos con los demandados, debido a su cercanía con la confesión que profesan, además de que aseguraron haber sostenido negocios con Argelia, todo lo cual les resta credibilidad, tanto, que no pudieron servir de apoyo a los argumentos de la defensa. Y en lo segundo, esto es, el dictamen, al analizar su contenido se esbozaron las razones para la prosperidad de la tacha. 
 



Las costas en esta instancia serán a cargo de los demandados y a favor de la demandante. Ellas se liquidarán en la forma establecida en el artículo 366 del CGP, dado que el tránsito de este proceso hacia ese estatuto tiene que darse desde la notificación del presente proveído.

  



DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, el 12 de junio de 2014, en este proceso ordinario de simulación que Gema Lucía Grajales Otálvaro inició frente a Orlando Marlés Cardona y Argelia Cardona de Castro, contra  

Se ADICIONA el fallo para declarar probada la tacha de los testimonios de Ariel de Jesús Vargas Londoño y Jhon Jairo Montoya Moncada; igualmente, la objeción por error grave del dictamen rendido por la perito Mayerlin Hernández Tusarma. 
Costas en esta instancia a cargo de los demandados y a favor de la demandante. Liquídense en la forma prevenida en el artículo 366 del CGP.
Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

DUBERNEY GRISALES HERRERA
Con salvamento parcial de voto
� 	Sentencia de agosto 1° de 2011, radicado 66001-31-10-003-2006-00272-02


� 	Sala de Casación Civil, Sentencia del 30 de octubre de 1998, MP. Dr. Jorge Antonio Castillo Rugeles, expediente No. 4920.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 13de octubre de 2011, expediente 20001-3103-003-2007-00100-01, M.P. William Namén Vargas.
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